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PROCESADO: LINER ALBERTO MONTOYA
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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PERMISO DE 72 HORAS / COMPETENCIA DEL JUEZ DE EJECUCIÓN DE PENAS PARA RESOLVER SOBRE LOS BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS / IMPROCEDENCIA DEL MENCIONADO PERMISO POR CONDENA ANTERIOR / FORMA DE CONTAR LOS CINCO AÑOS ENTRE LAS DOS SENTENCIAS CONDENATORIAS.
… conforme al numeral 5º del artículo 38 de la Ley 906, corresponde al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad aprobar las solicitudes de reconocimiento de beneficios administrativos. En consecuencia, el juez tiene competencia para aprobar o no el beneficio administrativo de hasta 72 horas, ya que posee autonomía para ponderar la tensión que pueda suscitar entre la gravedad del injusto y los derechos del convicto, para establecer la necesidad de cumplir los fines de la pena en el marco de la prevención especial y de la resocialización. (…)
“ARTÍCULO 68A. EXCLUSIÓN DE LOS BENEFICIOS Y SUBROGADOS PENALES… No se concederán la suspensión condicional de la ejecución de la pena; la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro beneficio, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración regulados por la ley, siempre que esta sea efectiva, cuando la persona haya sido condenada por delito doloso dentro de los cinco (5) años anteriores”.

“Al estudiar la demanda de constitucionalidad promovida contra el artículo 32 de la Ley 1141 de 2007, la Corte Constitucional refiere que la expresión cinco años anteriores se refiere a la fecha de la nueva condena penal. Además, es manifiesto que tal disposición no refiere, ni tácitamente, la fecha de los hechos”.

              REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                       PEREIRA-RISARALDA 

                                            RAMA JUDICIAL 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

              Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, catorce (14) de diciembre de dos mil dieciocho (2018)
      Acta de Aprobación No. 1158
      Hora: 7:40 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto por el condenado LINER ALBERTO MONTOYA, contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó el beneficio administrativo de hasta 72 horas. 
2.- PROVIDENCIA 
El señor LINER MONTOYA fue condenado por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad en octubre 09 de 2015, a la pena principal de 150 meses de prisión, como autor responsable de los delitos de hurto calificado, fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones y lesiones personales dolosas, a quien se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena. 
En auto de octubre 25 de 2018 el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, no aprobó la concesión del beneficio administrativo de permiso por 72 horas solicitado por el sentenciado, por expresa prohibición del artículo 68ª C.P., en cuanto excluyó la posibilidad de conceder subrogados y beneficios cuando la persona haya sido condenada por delito doloso dentro de los cinco años anteriores.
3.-  RECURSO

El penado no estuvo de acuerdo con la decisión tomada y por tal motivo interpuso el recurso de apelación, a cuyo efecto argumentó que los hechos por los cuales fue condenado en la sentencia a la cual hace referencia la juez a quo acaecieron en octubre 10 de 2013, es decir, no habría lugar en aplicar el artículo 68A C.P. de manera ultractiva.

El principio de favorabilidad constituye un elemento fundamental del debido proceso en materia penal que no puede desconocerse en ninguna circunstancia. En su caso no se puede aplicar las normas que están vigentes desde el año 2014 como es la ley 1709.
Señala que cumple con todos los requisitos establecidos por la ley para que se conceda el beneficio administrativo de permiso por 72 horas.

4.- Para resolver,  SE CONSIDERA

De acuerdo con lo señalado en los párrafos anteriores, procede esta Sala a desatar el recurso de apelación que interpuso el interno LINER MONTOYA en contra del auto interlocutorio a través del cual el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad no aprobó la concesión del beneficio administrativo de permiso por 72 horas.
Según los artículos 9 y 10 de la ley 65 de 1993 (Código penitenciario y carcelario) la pena tiene como fin principal la resocialización del delincuente, lo cual se logra por medio de la aplicación del tratamiento penitenciario mediante el examen de su personalidad y a través de la disciplina, el trabajo, el estudio, la formación espiritual, la cultura, el deporte y la recreación bajo un espíritu humano y solidario. Así pues, cuando la pena se cumple bajo privación de la libertad en un establecimiento penitenciario, el condenado queda sometido a un tratamiento que pretende prepararlo para su resocialización y su vida en libertad.

En todos estos casos, la función del juez de ejecución de penas y medidas de seguridad es garantizar la legalidad de la ejecución de la pena y que se lleve a cabo precisamente verificando el cumplimiento efectivo de ciertas condiciones -artículo 147 de la Ley 65 de 1993-, para determinar si la persona a favor de quien se solicita el beneficio es acreedor del mismo. La importancia de la atribución jurisdiccional en lo que se refiere a la verificación de su legalidad, permite que el juez pueda identificar el cumplimiento efectivo de tales condiciones, por lo que su proceder se encuentra enmarcado en la normativa vigente.

El artículo 146 de la ley 65 de 1993, los contempla de la siguiente manera:

“ARTÍCULO 146. BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS. Los permisos hasta de setenta y dos horas, la libertad y franquicia preparatorias, el trabajo extramuros y penitenciaria abierta harán parte del tratamiento penitenciario en sus distintas fases, de acuerdo con la reglamentación respectiva.”

Particularmente, el beneficio administrativo hasta de 72 horas se encuentra regulado en el artículo 147 de la ley 65 de 1993, Código Penitenciario y Carcelario, el cual dispone:

“ARTÍCULO 147. PERMISO HASTA DE SETENTA Y DOS HORAS. La Dirección del Instituto Penitenciario y Carcelario podrá conceder permisos con la regularidad que se establecerá al respecto, hasta de setenta y dos horas, para salir del establecimiento, sin vigilancia, a los condenados que reúnan los siguientes requisitos: 

1. Estar en la fase de mediana seguridad. 

2. Haber descontado una tercera parte de la pena impuesta. 

3. No tener requerimientos de ninguna autoridad judicial. 

4. No registrar fuga ni tentativa de ella, durante el desarrollo del proceso ni la ejecución de la sentencia condenatoria. 

5. -Numeral  modificado por el artículo 29  de la Ley 504 de 1999-. El nuevo texto es el siguiente: Haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta, tratándose de condenados por los delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados.
6. Haber trabajado, estudiado o enseñado durante la reclusión y observado buena conducta, certificada por el Consejo de Disciplina. 

Quien observare mala conducta durante uno de esos permisos o retardare su presentación al establecimiento sin justificación, se hará acreedor a la suspensión de dichos permisos hasta por seis meses; pero si reincide, cometiere un delito o una contravención especial de policía, se le cancelarán definitivamente los permisos de este género”. 

Ahora bien, en lo que tiene que ver con el fondo de la petición que se hace, advierte esta instancia que conforme al numeral 5º del artículo 38 de la Ley 906, corresponde al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad aprobar las solicitudes de reconocimiento de beneficios administrativos. En consecuencia, el juez tiene competencia para aprobar o no el beneficio administrativo de hasta 72 horas, ya que posee autonomía para ponderar la tensión que pueda suscitar entre la gravedad del injusto y los derechos del convicto, para establecer la necesidad de cumplir los fines de la pena en el marco de la prevención especial y de la resocialización.
Considera la Sala que en el caso examinado la a quo de manera clara y precisa señaló los motivos por los cuales el señor LINER MONTOYA no tiene derecho a que se le conceda el permiso administrativo de 72 horas, como quiera que para ello se apoyó en el ordenamiento jurídico aplicable al caso, pues es evidente que el artículo 68A C.P. prohíbe la concesión de beneficios administrativos como el que solicita el condenado.

“ARTÍCULO 68A. EXCLUSIÓN DE LOS BENEFICIOS Y SUBROGADOS PENALES. -Artículo modificado por el artículo 32 de la Ley 1709 de 2014-. El nuevo texto es el siguiente: No se concederán; la suspensión condicional de la ejecución de la pena; la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro beneficio, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración regulados por la ley, siempre que esta sea efectiva, cuando la persona haya sido condenada por delito doloso dentro de los cinco (5) años anteriores”.
Por ello resulta oportuno señalar que en la aludida norma el legislador dejó en claro su manifiesta voluntad que a las personas procesadas que dentro de los cinco años anteriores hayan sido condenadas por delitos dolosos, de ninguna manera se les otorgará beneficio, subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal, siempre que sea eficaz.
Por demás y para profundizar en consideraciones, no puede tildarse de arbitraria la decisión emitida por la ad quo al haber aplicado la restricción consagrada en el artículo 68 A del Código Penal, modificado por el artículo 32 de la Ley 1709/14, toda vez que dentro de los cinco años anterior a la sentencia por cual se encuentra en vigilancia de pena el señor LINER MONTOYA -octubre 09 de 2015-, presentaba una condena -mayo 19 de 2011-, y es a partir de dichas fechas en que se debe hacer el estudio de la aludida norma. Sobre este tópico la CSJ en sentencia STP3443/19, dijo:

“Ahora bien, cuestiona el accionante los extremos temporales utilizados por éstas para concluir que se encontraba inmerso en tal excepción. En concreto, indicó que las fechas a tener en cuenta son aquellas en que se emitieron los fallos correspondientes: 14 de agosto de 2008 y 27 de septiembre de 2013, entre las cuales han trascurrido cinco años, un mes y trece días, tornándose inaplicable el supuesto normativo descrito.

Al estudiar la demanda de constitucionalidad promovida contra el artículo 32 de la Ley 1141 de 2007, la Corte Constitucional refiere que la expresión cinco años anteriores se refiere a la fecha de la nueva condena penal. Además, es manifiesto que tal disposición no refiere, ni tácitamente, la fecha de los hechos. 

Sumado a lo anterior, una interpretación sistemática de tal precepto permite concluir que alude a la obligación de los funcionarios judiciales de verificar, al momento de emitir una sentencia condenatoria, si contra el mismo ciudadano se emitió otra decisión judicial dentro del aludido lapso de cinco años anteriores.” –Subrayas de la Sala-

Así las cosas, al tenerse en cuenta que el permiso de hasta 72 horas es, sin lugar a dudas, un beneficio administrativo, no puede ser concedido cuando concurra el evento previsto en la mencionada disposición.
5.- DECISIÓN
Acorde con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio objeto de apelación.
Notifíquese y CÚMPLASE
Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
           JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la sala,
WILSON FREDY LÓPEZ 
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